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Toda sociedad tiende a ins-
titucionalizar formas y
cauces de participación y

colaboración en la gestión y satis-
facción de necesidades comunes.
Esas formas pueden ser diversas en
función de las circunstancias socia-
les, políticas y económicas, y tam-
bién en función de las opciones
ideológicas (o la «cultura» en sen-
tido amplio) de cada sociedad; es-
to es, pueden variar de acuerdo a
su manera de concebir valores (o
«virtudes públicas») como la soli-
daridad, la participación y la res-
ponsabilidad, valores que a su vez
esos cauces contribuyen a desarro-
llar, producir o modificar. Así, esa
institucionalización puede estar
más o menos formalizada jurídica-
mente, puede ser impuesta (desde
arriba, desde instancias políticas) o
puede gestarse voluntariamente
(desde abajo, desde lo que ambi-
guamente se llama sociedad civil),
puede consistir en la incentivación
y reconocimiento social de con-
ductas solidarias o puede plasmar-
se en la imposición de obligacio-
nes o deberes de actuación, etc.
En España la Prestación Social
Sustitutoria (PSS) al Servicio mili-
tar —también el propio Servicio
militar obligatorio (SMO)— y la
institucionalización del voluntaria-
do, así como el debate, todavía

adolescente, sobre el Servicio civil,
son ejemplos palpables de esos
procesos, y han de leerse en el
contexto social que los hace posi-
bles. Un contexto que, entre otros
rasgos, viene caracterizado por la
redefinición de las políticas sociales
(las transformaciones generadas
por la crisis de las políticas keyne-
sianas y el desarrollo del Estado
social) y de los modelos de partici-
pación social y política (lo que po-
dríamos llamar transformaciones
de la militancia clásica).

La previsible desaparición del
SMO y, por consiguiente, de la
PSS, ha venido a reanimar —o
despertar, según se vea— el deba-
te sobre la posibilidad y/o la nece-
sidad de establecer un Servicio ci-
vil (SC), desarrollando así lo dis-
puesto en el art. 30.3 de la
Constitución: «Podrá establecerse
un servicio civil para el cumpli-
miento de fines de interés gene-
ral». Entre otros posibles proble-
mas de transición a los que se sue-
le aludir para reivindicar la idea del
SC, se dice que la desaparición de
la PSS podría poner en peligro al-
gunos servicios o proyectos de in-
terés social que en la actualidad
venían siendo desarrollados por
objetores. En realidad no pode-
mos saber hasta qué punto este ar-
gumento es razonable, puesto que

—salvo algunas honrosas excep-
ciones— no existen estudios gene-
rales que den razón del efecto que
la PSS ha tenido en los proyectos y
los programas en los que han par-
ticipado objetores, y no se puede
por tanto dar cuenta cabal de los
efectos que supondría su desapari-
ción (en ese sentido, por ejemplo,
el 6 de octubre del año pasado se
aprobó una moción en el Senado
instando al Gobierno a presentar a
la Cámara un informe sobre el im-
pacto de la supresión de la PSS y
las fórmulas posibles para garanti-
zar el mantenimiento de los servi-
cios); hasta el punto de que puede
hacerse reversible el argumento,
negando la oportunidad de un SC
que sea simplemente repetición o
subrogación del «legado» de la
PSS al que se apela.

Con todo, admitamos que la
hipótesis es correcta, y que la de-
saparición de la PSS va a generar
un vacío en determinados servi-
cios. Ante esa situación podrían
darse varias alternativas, que van
desde la asunción por parte de las
Administraciones de esos proyec-
tos o servicios necesarios (su ad-
ministrativización, por tanto), o su
remisión al mercado, hasta su de-
saparición o disminución de las
prestaciones, al no existir personas
y/o medios económicos suficien-
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tes para mantener el nivel al que se
llegaba con los objetores en la
PSS, pasando por el recurso al fo-
mento del voluntariado, para tra-
tar de paliar o rellenar el déficit
generado (incluso se ha propuesto
cubrir determinados servicios con
reservistas del SM). Esta última
fórmula (la de incentivar el volun-
tariado) es una estrategia de enor-
me actualidad. Pero aún en este
caso puede discutirse sobre la ne-
cesidad de ciertos márgenes de es-
tabilidad que permitan la conti-
nuidad de esos mismos programas
o proyectos de voluntariado —so-
bre todo en las entidades priva-
das— cuando no existan suficien-
tes voluntarios, o habida cuenta de
la inestabilidad con que se puede
ver obligada a funcionar una enti-
dad de voluntariado (entre otras
razones por la imposibilidad del
voluntariado de comprometerse
más a fondo por causas laborales o
de otro tipo).

Desde ese punto de vista parece
oportuno discutir sobre el estable-
cimiento de algún otro sistema o
mecanismo de participación —ya
sea complementario del volunta-
riado, ya sea una prolongación o
especificación de éste— que ase-
gure la estabilidad de los progra-
mas. El SC se plantea, por tanto,
como un modelo de intervención
social que asegure la continuidad
de proyectos o que permita aco-
meter éstos cuando sean de una
envergadura tal que no puedan ser
asumidos por el voluntariado. Así
han surgido ya propuestas concre-
tas de regulación de modelos de
Servicio civil cuyo objetivo es fo-
mentar y facilitar el compromiso o
la participación voluntaria estable o
duradera en actividades sociales.
El primer paso se ha dado en Ca-
taluña, donde desde el ámbito del
Instituto Catalán del Voluntariado
se ha elaborado recientemente un
anteproyecto en ese sentido (al pa-
recer han existido otras propuestas
de debate que no han llegado a
formalizarse como tales, lo que

dificulta en ocasiones su conoci-
miento: En el Ministerio de Asun-
tos Sociales circuló a finales de los
ochenta y principios de los noven-
ta, según fuentes del propio Mi-
nisterio, un borrador sobre el te-
ma; así como en el INJUVE, otro
elaborado por el Consejo de la Ju-
ventud de España).

Si lo que se quiere, entonces, es
garantizar la estabilidad y la dura-
ción de determinados compromi-
sos sociales, o asegurar la implica-
ción de los ciudadanos en deter-
minados asuntos cívicos (no
únicamente lo que se consideraría
en sentido estricto servicios socia-
les), caben a su vez dos opciones:
la primera, obligar a los ciudada-
nos a participar en esas actividades
(como ha sido el caso del SMO, la
PSS, o lo es actualmente en deter-
minados deberes de colaboración
en asuntos de Protección Civil); la
segunda, incentivar o fomentar la
participación voluntaria (es el caso
del voluntariado). Ambas alterna-
tivas encierran posibilidades inter-
medias, hasta el punto de que, en
ocasiones, se han establecido fór-
mulas de participación voluntaria
cuyas ventajas eran tales que de
hecho se convertían en algo nece-
sario (quizás lo más representativo
sería el Servicio social de la mujer,
del régimen franquista, cuya reali-
zación —presuntamente volunta-
ria— se convertía en condición en-
tre otras cosas para obtener un
certificado de estudios o el carnet
de conducir, trabajar en la Admi-
nistración o ejercer determinados
derechos políticos). Hoy en día
tiende a desecharse la posibilidad
de establecer fórmulas de SC obli-
gatorio, a tenor de lo planteado
por la insumisión al SMO y la PSS,
que era tanto un movimiento anti-
militarista como anti-mili y cuyas
razones para oponerse a la cons-
cripción eran tanto de naturaleza
pacifista como de recuperación de
la soberanía personal frente al Es-
tado (y no en vano el debate sobre
el SC se ha utilizado en ocasiones

como una estrategia de deslegiti-
mación del movimiento de insu-
misión). Pero que no se quiera
obligatorio no quiere decir que no
pueda serlo o, mejor dicho, que
no pueda estar justificada su impo-
sición. La solidaridad también
puede considerarse como un de-
ber exigible (es razonable enten-
der que el artículo 30.3 de la
Constitución fue colocado en ese
lugar pensando en un SC obliga-
torio: entre los deberes relaciona-
dos con la defensa y los que tienen
que ver con las situaciones de ca-
tástrofe o calamidad pública, y an-
tes de las obligaciones tributarias
que recoge el artículo siguiente).

Con todo, en nuestra cultura
de «altruismo indoloro», en un
horizonte dominado por el «cre-
púsculo del deber» parece impo-
nerse la tesis de que el SC, de de-
sarrollarse, no debe ser obligato-
rio, aunque sea «socialmente
estimulado». El SC vendría a ser,
desde esa perspectiva, una forma
de voluntariado que, de acuerdo a
las actividades a desarrollar y al
compromiso de los agentes, requi-
riera una atención específica en
cuanto a su reconocimiento, fo-
mento, etc. Al igual que el volun-
tariado, se trataría de incentivar un
cauce de solidaridad complemen-
tario a otros. ¿Cómo delimitar en-
tonces, el SC del voluntariado?
¿En atención a su reconocimiento
y fomento jurídico? ¿de acuerdo
con las actividades que se desarro-
llen? No está de más recordar, a
este respecto, que la indetermina-
da caracterización de los fines del
Servicio como «fines de interés ge-
neral» exigiría una mayor preci-
sión y delimitación que permitiera
distinguir entre todos ellos (que
como sabemos incluyen la retrans-
misión televisiva «en abierto» de
partidos de fútbol) los que real-
mente constituyen tareas de estric-
to interés social (véase, por ejem-
plo, la definición que hacen de las
actividades de interés general el
art. 4 de la Ley 6/1996, del vo-
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luntariado o el también art. 6 de la
Ley 22/1998, de objeción de
conciencia).

Tengamos en cuenta, además,
que a las funciones sociales que el
SC pueda desarrollar como meca-
nismo subsidiario o complementa-
rio en el desarrollo de políticas so-
ciales se añaden otras estrictamen-
te socializadoras, que aluden a las
posibilidades del SC como un me-
canismo de educación cívica, so-
cial y política. El SC tendría así
una importante función pedagógi-
ca, de modo que la actividad no
fuera simplemente una forma de
gestión de servicios sociales, sino
una experiencia de aprendizaje de
valores y prácticas comunitarias, y
una función de integración social.
Sin embargo, no carecen total-
mente de razón quienes alertan
sobre los riesgos de buscar la cohe-
sión social a través de este tipo de
mecanismos (sobre todo si se tra-
tara de formas obligatorias de par-
ticipación, cuyas funciones serían
equiparables a las desarrolladas en
este sentido por el SMO y sobre
todo si vienen absolutamente diri-
gidas y definidas «desde arriba»)
así como el peligro de institucio-
nalizar formas de «solidaridad do-
mesticada» que, más que contri-

buir a la transformación social, no
hagan sino reproducir el desorden
establecido.

A este respecto no estará de me-
nos clarificar, antes de lanzarse pre-
cipitadamente a legislar sobre el te-
ma, cuál va a ser el papel de la Ad-
ministración y cuál el de las
entidades sociales en la propuesta,
definición, gestión y control de los
programas; cuál la delimitación en-
tre la prestación de un servicio civil
y la posible concurrencia con el
mercado de trabajo; cuáles, como
decíamos antes, entre los muchos
posibles, los «fines de interés gene-
ral» que se pretende alcanzar;
quiénes se van a ver implicados en
el posible SC (¿todos? ¿sólo los jó-
venes?); qué reconocimiento insti-
tucional debe hacerse y qué tipo de
estímulos sociales deben buscarse
o evitarse; qué lugar intermedio,
en suma, puede o debe llegar a
ocupar entre las experiencias de la
PSS (correlato presuntamente «ci-
vil» del SMO) y el voluntariado re-
gulado e institucionalizado actual-
mente. No vaya a ser que, como
ocurre en bastantes ocasiones, fa-
briquemos unas alforjas excesiva-
mente grandes para el viaje a se-
guir, o emprendamos el camino sin
hacer acopio de ninguna provisión.
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